Expediente:


19001 33 31 001 2012 00144 01



Actor:

CARLOS FELIPE GUZMÁN

Demandado:

DIAN

Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO


Segunda Instancia


Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Declaración de Renta/Falsa motivación en la liquidación Oficial de Revisión sobre la modificación de los ingresos y sobre el rechazo de unas deducciones/ La actividad productora de renta consiste en la actividad del profesional del derecho de prestar asesorías a sus clientes/Confirma decisión del A quo. 
Como se vio, en la Liquidación Oficial de Revisión, se rechazaron unas deducciones, porque los conceptos por los que se incluyeron, no cumplían con la causalidad, y/o porque las pruebas no cumplían los requisitos legales. 

En efecto, en la Liquidación se razonó que el vehículo, los otros conceptos y el arrendamiento, no tenían la relación de causa – efecto con la actividad generadora de renta; esto, al decir que el automóvil, y los otros conceptos por compras de elementos de construcción, de lámina, pintura, prendas de vestir, música, entre otros, no producen directamente renta, al igual que el inmueble arrendado –finca o bodega-, ya que la actividad productora de renta consiste en la actividad del profesional del derecho de prestar asesorías a sus clientes.

Además, en la liquidación se indica que algunas facturas entregadas por el contribuyente, no cumplen con los requisitos legales para hacer procedente la deducción, lo que se constata en el manuscrito del señor Guzmán y en la relación del rechazo de las deducciones, visibles a folios 137 y siguientes del cuaderno principal.

(…)
Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, la Sala juzga acertada la decisión de la DIAN Seccional Popayán, y consecuentemente del A quo, de rechazar algunas deducciones del contribuyente Carlos Felipe Guzmán, por no cumplirse los requisitos exigidos en los artículos 107 y 771-2 del ET, por lo que la Liquidación Oficial de Revisión no incurre en la causal de falsa motivación. En consecuencia, el cargo de la alzada no prospera.
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Declaración de Renta/De la falta de motivación en la Liquidación Oficial de Revisión para la aplicación de la sanción por inexactitud/ El acto administrativo explica la causal para la aplicación de la sanción por inexactitud, consistente en la omisión de ingresos, la cual fue debidamente comprobada/Confirma decisión del A quo. 
En razonamiento parecido al anterior, el recurrente adujo que la Liquidación Oficial de Revisión no motiva las causales de aplicación de la sanción por inexactitud. Resaltó que el mismo fallo de instancia daba cuenta de lo anterior, al estimar que la motivación para la aplicación de la sanción, se encontraba en la Resolución que Resuelve el Recurso de Reconsideración.

(…)
De lo cual se advierte que la Liquidación Oficial manifiesta el fundamento de derecho –artículo 647 del ET-, y el fundamento de hecho –omisión de ingresos-, para la imposición de la sanción. A lo que debe anotarse que en la Resolución que Resuelve el Recurso de Reconsideración, se agregó como fundamento de hecho o causal para la aplicación de la sanción, que el contribuyente consignó valores equivocados en los renglones de deducciones. Folio 84 C. del Expediente de la DIAN.

En consecuencia, la Sala encuentra infundado el cargo de la apelación, porque el acto administrativo explica la causal para la aplicación de la sanción por inexactitud, consistente en la omisión de ingresos, la cual fue debidamente comprobada.

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Declaración de Renta/Sobre el principio non bis in ídem/ No se vulnera por cuanto uno es el procedimiento adelantado para la devolución y/o compensación del saldo a favor de un impuesto, y otro es el procedimiento que se sigue para la verificación de la correcta liquidación del impuesto/Confirma decisión del A quo. 
Tal como lo falló el Juzgado Primero Administrativo, la jurisprudencia enseña que el principio en cita busca que una persona no sea juzgada dos veces por los mismos hechos, lo que no se configura en este caso, por cuanto uno es el procedimiento adelantado para la devolución y/o compensación del saldo a favor de un impuesto, y otro es el procedimiento que se sigue para la verificación de la correcta liquidación del impuesto. Es decir, que el procedimiento para la devolución y/o compensación, tiene una finalidad u objeto diferente al procedimiento de fiscalización sobre la liquidación del impuesto. En consecuencia, el cargo no prospera.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, veintinueve de enero de dos mil quince
Magistrado ponente: CARLOS HERNANDO JARAMILLO DELGADO 

Expediente:

19001333100120120014401



Actor:

CARLOS FELIPE GUZMÁN
Demandado:

DIAN
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO


Segunda Instancia

Decide la Sala el recurso de apelación impetrado por la parte demandante contra la sentencia de 11 de julio de 2014, proferida dentro del proceso de la referencia, por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Popayán.

I. ANTECEDENTES
1. LA DEMANDA

El señor CARLOS FELIPE GUZMÁN, identificado con C.C.: 10.543.271, a través de apoderado  y por medio del control de nulidad y restablecimiento del derecho, dirigido contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES –DIAN- solicitó:
Que se declare la nulidad de la LIQUIDACIÓN OFICIAL RENTA NATURALES REVISIÓN No. 172412011000003 de 28 de marzo de 2011, por la cual se modifica la Liquidación Privada del Contribuyente No. 51166050113225 de 4 de agosto de 2009, por el impuesto de renta del año gravable 2008.
Que se declare la nulidad de la Resolución 172012012012000001 de 5 de marzo de 2012, por la cual se falla un recurso de reconsideración que modifica.
Que se declare la nulidad de los demás actos y actuaciones desarrolladas y que tengan su razón de ser en el expediente PD 2008 2010 000134.

Que a título de restablecimiento del derecho, se declare en firme la Liquidación Privada con sticker No. 5116605011322, por el impuesto de renta y complementarios del año gravable 2008.
1.1 Hechos
En la demanda se relacionaron como hechos los siguientes:
El 4 de agosto de 2009, el señor Carlos Felipe Guzmán presentó la declaración de renta del año gravable 2008, radicada con número de sticker 5116605011322, con un saldo a favor por 8´141.000 pesos.
El 28 de agosto de 2009, solicitó la devolución y/o compensación del saldo a favor, lo que fue resuelto por Resolución 259 de 9 de noviembre de 2009, compensando el valor de 3´925.000 pesos a impuestos pendientes de pago, y devolviendo la suma de 4´216.000 pesos.
El 12 de noviembre de 2009, la DIAN Seccional Popayán, intentó archivar el expediente DI 2008 2009 000780 correspondiente al impuesto sobre la renta y complementarios del año gravable 2008, sin éxito, porque el auto de archivo 172382009000672 no se encontraba firmado por el Jefe de la División de Gestión de Fiscalización.

Estando abierto el expediente DI 2008 2009 000780, por auto 172383010000134 de 1 de marzo de 2010, se abre el expediente 2008 2010 000134, por el mismo impuesto y año gravable.

Dentro de este último expediente, la División de Fiscalización de la DIAN Seccional Popayán, profirió el Requerimiento Especial No. 172382010000012, de 21 de julio de 2010, notificado el 23 de julio de 2010, por el cual se propone modificar la liquidación del impuesto de renta y complementarios presentada el 4 de agosto de 2009.
El 28 de marzo de 2011 se expide la Liquidación Oficial de Revisión No 17242011000003, notificada el 30 de marzo de 2011, en la que se impone un valor a pagar de 4´794.000 pesos.

El 30 de mayo de 2011 se impetró recurso de reconsideración contra la anterior Liquidación, el cual fue resuelto por la DIAN Seccional Popayán con Resolución Recurso de Reconsideración que Modifica No. 172012012000001 de 5 de marzo de 2012, notificada el 4 de abril de 2012. Folios 48 a 75. C. ppal.
2. RECUENTO PROCESAL

La demanda fue presentada el 03 de agosto de 2012 (Fl. 76 C. Ppal. 1), y fue admitida, previa corrección, por auto de 27 de agosto de 2012 (Fls. 78 a 85 C. Ppal. 1).

La demanda fue notificada por estado el 28 de agosto de 2012 (Fl. 119 reverso C. ppal. 1), y en forma personal el 27 de noviembre de 2012 (Fls. 89 a 95 C. ppal. 1). Los traslados y anexos fueron remitidos y entregados por correo.

3. LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La DIAN Seccional Popayán, contestó la demanda, a través de apoderado debidamente constituido y en tiempo oportuno.
En la contestación hizo un pronunciamiento sobre los diferentes cargos endilgados en la demanda contra los actos cuestionados. 
En este orden, consideró que el auto sin firmar no era nulo, porque a lo largo de la investigación y en el auto mismo se indicaba el funcionario competente, el cual, además, era individualizable e identificable. 
Explicó que no había una violación al principio del non bis in ídem, porque en el primer expediente solo se estudió la solicitud de devolución y compensación, a lo que se accedió a favor del contribuyente, y no se le impuso sanción alguna. 
Estimó que no había una falsa motivación, porque corroborados los elementos de la investigación, se encontraba que había una relación directa entre el requerimiento especial y la liquidación oficial de revisión, aunado a que en los actos administrativos demandados se indicaban con precisión las deficiencias encontradas por la entidad sobre la declaración del contribuyente, y se citaban correctamente las normas aplicables. 
Frente a la inconformidad por el rechazo de costos y deducciones, enseñó que las pruebas –en este caso, facturas-, debían ajustarse al lleno de los requisitos fiscales para que sean aceptables las erogaciones, y añadió que no se verificaba el cumplimiento de los requisitos establecidos para la procedencia de los costos y deducciones.
Manifestó que los actos demandados no incurrían en la causal de nulidad del numeral 4 del artículo 730 del ET, porque en ellos se hizo el análisis de los motivos de inconformidad planteados por el contribuyente, y se reiteró la procedencia de la revisión con fundamento en el estatuto tributario.
Finalmente, dijo que se comprobaba el elemento objetivo para aplicar la sanción por inexactitud, así como el elemento subjetivo, porque el contribuyente tuvo conocimiento y voluntad al registrar los datos en su declaración. Folios 96 a 107. C. ppal.
4. ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO
Los días 7 de mayo de 2013 y 25 de junio de 2013 se realizó la audiencia inicial. Fls. 126 a 131. C. Ppal. 1 
Los días 15 de agosto de 2013 y 29 de octubre de 2013 se realizó la audiencia de pruebas. En esta se consideró innecesaria la celebración de la audiencia de alegaciones y sentencia, por lo que se corrió traslado a las partes para presentar por escrito sus alegatos, luego de lo cual se proferiría sentencia también por escrito. Fls. 163 a 175 C. Ppal.
La parte demandante alegó a folios 184 a 189 y la parte demandada lo hizo a folios 177 a 183, del cuaderno principal.

5. LA SENTENCIA APELADA
Se trata de la sentencia dictada el 11 de julio de 2014, por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Popayán, en la que se negaron las pretensiones de la demanda.
El Juzgado encontró que era competente para conocer de este asunto por el lugar y la cuantía, y calculó que la demanda se presentó en la oportunidad legal.
En la sentencia desvirtuó cada uno de los argumentos de la demanda. A su juicio, no se configura una falsa motivación en los actos demandados, porque en la liquidación oficial de revisión se expone el origen de los valores y conceptos a partir de los que se concluyó que había una omisión en los ingresos del contribuyente, y se exponen las razones para descartar los costos y deducciones por la falta de los requisitos de causalidad, necesidad y proporcionalidad. El A quo agregó que sobre los ingresos indebidamente determinados no había prueba de lo alegado por el demandante, y que, por el contrario, la DIAN demostró que esos ingresos fueron recibidos como contraprestación y por concepto de reembolso. Reiteró que no había una falta de motivación para el rechazo de los costos y deducciones del contribuyente, porque en el requerimiento especial y en la liquidación oficial de revisión se exponían los motivos y fundamentos jurídicos de ese rechazo. Puso de presente, en este sentido, que lo causado por concepto del vehículo y de medicina prepagada, no era deducible dada la actividad del contribuyente como profesional del derecho independiente. También dijo que no se probó que el recibo del teléfono hubiera sido cancelado, y expresó que el criterio comercial sí se tuvo en cuenta para la determinación de los costos y deducciones.
Sobre la sanción por inexactitud aseveró que el anexo explicativo de la Resolución por la que se Resolvió el Recurso de Reconsideración, contenía la causal por la que se aplicó la sanción, que consistió en la inclusión de valores equivocados en los renglones de deducciones y derivar un mayor saldo a favor.
Respecto al principio non bis in ídem, estimó que no se trasgredió, porque la Administración adelantó dos procesos diferentes, uno para resolver sobre la solicitud de devolución, y otro para verificar la exactitud en la determinación del impuesto del año gravable 2008, por lo que se trató de hechos diferentes y nunca se impuso una doble sanción. Folios 190 a 205. C. ppal. 1
6. EL RECURSO DE APELACIÓN
En tiempo oportuno, la parte demandante impetró recurso de apelación en contra de la anterior decisión.

En relación al cargo de la falsa motivación, reiteró que los actos administrativos demandados violaban el debido proceso y el artículo 730, numeral 4, del ET, porque no contenían una motivación seria y completa, esto es, que no exponían las razones y los fundamentos de hecho y de derecho para hacer las modificaciones o para rechazar los costos y deducciones de la declaración privada. 

En este sentido, indicó que el fallo apelado debía ser revisado, porque en forma errónea y superflua no encontró demostrado ese cargo. A lo que agregó que no era de recibo argumentar que el requerimiento especial contiene todas las explicaciones de las glosas hechas por la Administración, porque el requerimiento es un mero acto de trámite, no enjuiciable, y porque la obligación de la motivación se predica de la Liquidación Oficial de Revisión.

Añadió que en este caso eran procedentes los costos y las deducciones incorporadas en la Declaración Privada, si se entendía que para su procedencia se requiere que produzcan o que ayuden a producir renta, lo que ocurría precisamente con el vehículo y con el recibo del teléfono, utilizados para las diferentes actividades que realiza el contribuyente. Sostuvo que no se aplicó el criterio comercial, pues no se realizó comparación alguna con otras actividades para determinar la procedencia o no de los costos y deducciones, y subrayó que no aparece expuesto en la Liquidación, ningún criterio jurídico o comercial sobre la proporcionalidad, la causalidad o la necesidad, para desvirtuarlos, incluidos los arrendamientos y la medicina pre-pagada.
Consideró que debía revocarse la decisión de instancia sobre la sanción por inexactitud, porque en la Liquidación Oficial no se explican las causales para su imposición, las cuales solo fueron expuestas en el requerimiento especial o en la resolución que resolvió el recurso de reconsideración. Señaló que no eran aplicables las sentencias citadas por el Juez, porque se trataban de casos diferentes a lo demandado.
Por último, estimó que sobre el principio de non bis in ídem, el fallo de instancia contiene una evidente contradicción respecto a lo realizado por la DIAN, al abrir dos expedientes por los mismos hechos. 
Pidió en el recurso, que se revoque la sentencia apelada. Folios 207 a 220. C. ppal.
7. TRÁMITE DE LA SEGUNDA INSTANCIA
Por auto de 21 de agosto de 2014 se concedió el recurso interpuesto. Folio 221 C. ppal.
Por auto de 12 de septiembre de 2014, se admitió el recurso impetrado, y se ordenó la notificación a las partes y al Ministerio Público. Fl. 4. C. ppal. 2
Por auto de 22 de septiembre de 2014 se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que aleguen y conceptúe, respectivamente. Fl. 9 C. ppal. 2
La parte demandante alegó a folios 19 a 23, y la parte demandada lo hizo a folios 13 a 18. C. ppal. 3. 

8. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
Las Procuraduría 39 Judicial II Administrativa, conceptuó que debía confirmarse el fallo apelado.
Sostuvo que la Liquidación Oficial se fundó en la existencia de unos gastos que no tenían relación directa con la actividad productora de renta del contribuyente, en especial, el uso de un vehículo, su combustible y reparaciones, gastos que aparece probado que no estaban vinculados a la generación de renta, sino a un uso particular.

Estimó que de lo anterior se infería que “el contribuyente incurrió en algunos yerros en su declaración de renta, eso sí desprendido del ánimo de defraudar al fisco…”. Folios 27 a 35. C. ppal. 2
II. CONSIDERACIONES

1. La competencia

El TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA es competente para conocer de este asunto en segunda instancia, de acuerdo al artículo 153 de la Ley 1437 de 2011, porque se trata de resolver el recurso de apelación de una sentencia dictada en primera instancia por un Juzgado Administrativo del Circuito de Popayán. Esto es, el fallo de 11 de julio de 2014, dictado por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Popayán.
2. Los actos administrativos demandados
En la demanda se cuestiona la validez de la Liquidación Oficial de Revisión No. 172412011000003 de 28 de marzo de 2011, y de la Resolución que Resuelve el Recurso de Reconsideración No. 172012012012000001 de 5 de marzo de 2012, por las que se modifica la Liquidación Privada del contribuyente Carlos Felipe Guzmán, por el impuesto de renta del año gravable 2008.

3. Las razones de la sentencia de instancia y los motivos de apelación
El Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Popayán, en la sentencia apelada, no decretó la nulidad de los actos administrativos, porque, en su criterio, no incurren en una falsa motivación, en especial, porque sí contienen las razones para el rechazo de los costos y deducciones; no se trasgredió el principio non bis in ídem, porque la administración abrió dos procesos diferentes; y porque la sanción por inexactitud era aplicable, al corroborarse el elemento objetivo y subjetivo para su imposición. 
La parte demandante, en su recurso de apelación, alegó que la Liquidación Oficial de Revisión no estaba motivada en forma suficiente, que sí eran procedentes los costos y deducciones incluidos en la declaración privada, y que los actos demandados no exponían las razones que demostraran lo contrario. Luego, adujo que la sanción por inexactitud no debía imponerse, porque no se exponían las causales de su aplicación. Y alegó que el A quo falló erróneamente lo relativo al principio non bis in ídem-.
4. El juicio de la Sala
4.1. De la falsa motivación en la Liquidación Oficial de Revisión sobre la modificación de los ingresos y sobre el rechazo de unas deducciones
Según se desprende del recuento procesal, el primer cargo de la alzada consiste en que la Liquidación Oficial de Revisión no motiva en forma suficiente y completa las modificaciones efectuadas a la Liquidación Privada. El recurso advierte que no se indican los fundamentos de hecho y de derecho de las modificaciones realizadas, y que no es de recibo el argumento que la motivación venía dada desde el requerimiento especial.
A este respecto, la Sala detalla que las principales modificaciones realizadas en la Liquidación Oficial de Revisión sobre la Liquidación Privada, se hicieron en los ingresos, en los costos y deducciones y en las retenciones, lo que alteró los renglones de renta líquida, el valor del impuesto,  el renglón de sanciones, el saldo a favor y el impuesto total a cargo.
Sobre los ingresos, la Liquidación Oficial de Revisión explica que el contribuyente, por certificación suscrita por contador público, reportó ingresos por valor de 81´913.253 pesos, y retenciones por 8´677.759 pesos, “valores que fueron cotejados con la información reportada por terceros”. 

A lo que agregó que en la investigación se encontraron otros ingresos, no declarados por el contribuyente, así: 

“adicionalmente se encontró en la exógena reporte de ingresos a favor del contribuyente por parte del Comité Paralímpico por $800.000 y retención en la fuente de $80.000 –folios 7 y 115- y del Banco del Estado en Liquidación por concepto de dividendos en cuantía de $96.632 y retención en la fuente $31.889, folio 7; en consecuencia los ingresos del contribuyente se tasan en $82´809.885, con lo cual se evidencia una omisión de ingresos en cuantía de $896.632,…”
Lo anterior, fue graficado en la Liquidación Oficial, en una tabla en la que se discrimina el nombre y el NIT de quienes causaron ingresos a favor del contribuyente, y se compara el valor del ingreso y la retención certificado por el contribuyente y el valor determinado en la investigación.
El valor de los ingresos fue objeto de modificación en  la Resolución que Resolvió el Recurso de Reconsideración, en el sentido de disminuir el valor por concepto de los dividendos reportados por el Banco del Estado, ya que no se hizo el cruce de información pertinente. Folios 58 a 88, en especial el 72. C. del expediente de la DIAN
Para el rechazo de costos y deducciones, en la Liquidación Oficial se trascriben los artículos 107 y 771-2 del ET, y se anota que el contribuyente incluyó costos y deducciones por valor de 55´778.939 pesos, los que detalló en respuesta a un requerimiento ordinario. 

En seguida, la Liquidación anuncia que no son procedentes costos y deducciones por valor de 20´679.004, con fundamento en la actuación o investigación realizada, en el anexo al requerimiento especial y en la información allegada por el contribuyente, y porque no cumplen con lo dispuesto en los artículos trascritos, esto es, la relación de causalidad, necesidad y proporcionalidad con la actividad productora de renta.
Manifestado lo anterior, discrimina que no son procedentes los costos y deducciones por concepto de combustible, otros conceptos, arrendamiento y medicina pre-pagada, y de cada uno de estos explica: i) que el vehículo no produce directamente renta, la cual se genera es con la prestación del servicio profesional del contribuyente, ii) que en otros conceptos se incluyen pagos realizados por conceptos de radiadores, lámina y pintura, reparaciones, lavado vehículo, restaurante, elementos de ferretería, materiales de construcción, personales, peajes, prendas de vestir, medicamentos, compra de música, parqueadero, servicio de taxi, de otras vigencias, servicio telefónico no cancelado, varios personales, arreglos navideños, sportline sin detalle, iii) que la bodega o finca arrendada no tiene relación con la actividad productora de renta, iv) y que el valor rechazado por concepto de medicina pre-pagada solo debe rechazarse por el valor utilizado por el contribuyente como deducción.
De conformidad con esto, la Sala juzga impróspero el cargo de la apelación, pues contrario a la inconformidad planteada, la Liquidación Oficial de Revisión no incurre en una omisión en su motivación, sino que expone con suficiencia y claridad los motivos y los fundamentos de hecho y de derecho para las modificaciones realizadas en la liquidación privada. 

En este sentido, nótese que para la modificación de los ingresos, se pone de presente que a partir de los elementos de conocimiento recopilados en la investigación, se estableció que el señor Carlos Felipe Guzmán recibió una suma por concepto de honorarios de parte del Comité Paralímpico, que él no declaró. Y adviértase que para la modificación en el sentido de rechazar algunos costos y deducciones, se usa como fundamento jurídico los artículos 107 y 771-2 del ET, y como supuesto fáctico, el hecho que los costos y deducciones se hicieron por concepto de combustible, otros conceptos, arrendamientos y medicina prepagada, de los que se considera y explicita que no cumplen con los requisitos de causalidad, proporcionalidad y necesidad con la actividad productora de renta del contribuyente para ser tenidos como costos y deducciones válidos.
Ahora bien, sobre la falsa motivación, el Consejo de Estado - Sección Cuarta, explica los supuestos en que se configura, de la siguiente forma:

En criterio de la Sala "para que prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con fundamento en la causal denominada falsa motivación es necesario que se demuestre una de dos circunstancias: a) O bien que los hechos que la Administración tuvo en cuenta como motivos determinantes de la decisión no estuvieron debidamente probados dentro de la actuación administrativa; o b) Que la Administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban demostrados y que si hubiesen sido considerados habrían conducido a una decisión sustancialmente diferente. Ahora bien, los hechos que fundamentan la decisión administrativa deben ser reales y la realidad, por supuesto, siempre será una sola. Por ende, cuando los hechos que tuvo en cuenta la Administración para adoptar la decisión no existieron o fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en falsa motivación porque la realidad no concuerda con el escenario fáctico que la Administración supuso que existía al tomar la decisión".
 Sección Cuarta, sentencia de 16 de diciembre de 2011, radicado 18368.
Lo que aplicado al caso en estudio, conlleva a enjuiciar que no se presenta una falsa motivación de la Liquidación Oficial de Revisión, porque en esta se tuvo en cuenta los hechos tal como se probaron dentro de la actuación administrativa, así: i) los ingresos no declarados se comprobaron con certificación de la entidad que los causó a favor del contribuyente –folio 208 del cuaderno del expediente de la DIAN-, y ii) los costos y deducciones se evaluaron según los documentos facilitados a la administración por el contribuyente –fls. 137 y siguientes del C. ppal-.
Para la procedencia de los costos y deducciones, cabe recordar los conceptos de causalidad, necesidad y proporcionalidad:
Bajo tal premisa, los costos y las deducciones ó gastos autorizados legalmente y concebidos de manera forzosa en la actividad productora de renta, constituyen uno de los factores para determinar la renta líquida, los cuales para su aceptación deben cumplir los requisitos esenciales previstos en la norma tributaria como son: la relación de causalidad, la necesidad, proporcionalidad con la actividad. 

En efecto  el artículo 107 del Estatuto Tributario dispone: 

“Son deducibles las expensas realizadas durante el año o período gravable en el desarrollo de la actividad productora de renta, siempre que tengan relación de causalidad con las actividades productoras de renta y que sean necesarias y proporcionadas de acuerdo con cada actividad.

La necesidad y proporcionalidad de las expensas debe determinarse con criterio comercial, teniendo en cuenta las normalmente acostumbradas en cada actividad y las limitaciones establecidas en los artículos siguientes”.

Así, causalidad, necesidad y proporcionalidad con las actividades productoras de renta, son condiciones sine qua non para la procedencia de los costos y  deducciones que de paso sea anotar, se rigen por el principio de taxatividad, en cuanto es la propia Ley que las autoriza, de manera que los conceptos a los que el legislador tributario no les ha dado esa connotación, se entienden excluidos para efectos de determinar la renta anual del contribuyente. 

La relación de causalidad implica una relación causa-efecto entre los costos y gastos efectuados durante el periodo gravable y la actividad generadora de renta. Por su parte, la necesidad representa lo imprescindible del gasto en la generación de los ingresos percibidos por el contribuyente, en oposición a los pagos inútiles o los efectuados por mera liberalidad; y, a su turno, la proporcionalidad indica la medida o correcta correspondencia entre las expensas efectuadas y la actividad a la que sirven. Consejo de Estado, Sección Cuarta, 31 de marzo de 2011, número 16285
Como se vio, en la Liquidación Oficial de Revisión, se rechazaron unas deducciones, porque los conceptos por los que se incluyeron, no cumplían con la causalidad, y/o porque las pruebas no cumplían los requisitos legales. 
En efecto, en la Liquidación se razonó que el vehículo, los otros conceptos y el arrendamiento, no tenían la relación de causa – efecto con la actividad generadora de renta; esto, al decir que el automóvil, y los otros conceptos por compras de elementos de construcción, de lámina, pintura, prendas de vestir, música, entre otros, no producen directamente renta, al igual que el inmueble arrendado –finca o bodega-, ya que la actividad productora de renta consiste en la actividad del profesional del derecho de prestar asesorías a sus clientes.
Además, en la liquidación se indica que algunas facturas entregadas por el contribuyente, no cumplen con los requisitos legales para hacer procedente la deducción, lo que se constata en el manuscrito del señor Guzmán y en la relación del rechazo de las deducciones, visibles a folios 137 y siguientes del cuaderno principal.
Aquí es bueno recordar que según el Consejo de Estado – Sección Cuarta, el contribuyente tiene la carga de probar las deducciones:
Sobre el tema, en oportunidad anterior, la Sala sostuvo que: “… la simple realización de costos y deducciones no conlleva su reconocimiento fiscal, pues la obligación tributaria se origina en hechos económicos realizados por un determinado contribuyente, quien debe probar la titularidad de todos los conceptos que hacen parte de la depuración del impuesto, con las formalidades previstas en la ley”
. Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia de 30 de mayo de 2011, número 17739.
Y sobre la exigencia de las facturas con el lleno de los requisitos legales para la viabilidad de las deducciones, tiene establecido lo siguiente:
En armonía con lo anterior, el artículo 771-2 del Estatuto Tributario dispone que para la procedencia de costos y deducciones en el impuesto sobre la renta, así como de los impuestos descontables en el impuesto sobre las ventas, se requerirá de la factura con el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales b), c), d), e), f) y g) de los artículos 617 y 618 del Estatuto Tributario.

En ese contexto, la factura que fundamente un costo o una deducción, debe cumplir los siguientes requisitos:

b)  Apellidos y nombre o razón y NIT del vendedor o de quien presta el servicio.

c) Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los bienes o servicios, junto con la discriminación del IVA pagado.

d)  Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración consecutiva de facturas de venta.

e)  Fecha de su expedición.

f) Descripción específica o genérica de los artículos vendidos o servicios prestados.

g) Valor total de la operación.

Por su parte, el artículo 618 del mismo estatuto, modificado por la Ley 488 de 1998, establece la obligación a cargo de los adquirentes de bienes corporales muebles o de servicios, de exigir las facturas o documentos equivalentes y de   exhibirlas cuando los funcionarios de la Administración Tributaria, debidamente comisionados para el efecto, así lo exijan.

De acuerdo con las disposiciones citadas y en relación con los requisitos de las facturas para la procedencia de deducciones, la Sala ha estimado que no es una mera formalidad
. Lo anterior por cuanto esta exigencia tiene como finalidad, no sólo servir de fuente de información para el control del recaudo de los impuestos, sino para establecer, con certeza, la existencia y transparencia de las transacciones económicas que dan lugar a las deducciones. 

De acuerdo con lo anterior, como lo ha considerado la Sala, la norma establece una tarifa legal probatoria, de manera que para la procedencia de las deducciones solicitadas por un contribuyente debe presentarse la factura que los respalde
.

Bajo los anteriores parámetros normativos y jurisprudenciales, la Sala juzga acertada la decisión de la DIAN Seccional Popayán, y consecuentemente del A quo, de rechazar algunas deducciones del contribuyente Carlos Felipe Guzmán, por no cumplirse los requisitos exigidos en los artículos 107 y 771-2 del ET, por lo que la Liquidación Oficial de Revisión no incurre en la causal de falsa motivación.
En consecuencia, el cargo de la alzada no prospera.
4.2. De la falta de motivación en la Liquidación Oficial de Revisión para la aplicación de la sanción por inexactitud

En razonamiento parecido al anterior, el recurrente adujo que la Liquidación Oficial de Revisión no motiva las causales de aplicación de la sanción por inexactitud. Resaltó que el mismo fallo de instancia daba cuenta de lo anterior, al estimar que la motivación para la aplicación de la sanción, se encontraba en la Resolución que Resuelve el Recurso de Reconsideración.
Frente a esto, la Sala detalla que en la Liquidación Oficial de Revisión se consigna que 
“Se sancionará por Inexactitud de conformidad con lo establecido en el artículo 647 del Estatuto Tributario, teniendo en cuenta que el contribuyente omitió ingresos, conducta que se encuentra tipificada como inexacta, derivando de este procedimiento un mayor impuesto y saldo a pagar”.
De lo cual se advierte que la Liquidación Oficial manifiesta el fundamento de derecho –artículo 647 del ET-, y el fundamento de hecho –omisión de ingresos-, para la imposición de la sanción. A lo que debe anotarse que en la Resolución que Resuelve el Recurso de Reconsideración, se agregó como fundamento de hecho o causal para la aplicación de la sanción, que el contribuyente consignó valores equivocados en los renglones de deducciones. Folio 84 C. del Expediente de la DIAN.
En consecuencia, la Sala encuentra infundado el cargo de la apelación, porque el acto administrativo explica la causal para la aplicación de la sanción por inexactitud, consistente en la omisión de ingresos, la cual fue debidamente comprobada.
4.3. Sobre el principio non bis in ídem
En el recurso, la parte actora sostiene que el A quo “de manera equívoca entiende que lo que se alega como causal de este principio es la imposición de la sanción de inexactitud contenida en el artículo 647 del Estatuto Tributario y la sanción que se impone en resolución independiente por devolución improcedente contenida en el artículo 670 ibídem.”
Este motivo de inconformidad es completamente infundado, pues no se advierte en el razonamiento del A quo la confusión reprochada por el recurrente. En la sentencia, al abordar lo relacionado al principio non bis in ídem, se citaron dos providencias del Consejo de Estado, y se razonó que 

“se está ante dos procesos diferentes uno que se tramita para resolver la solicitud de devolución del actor y a la cual incluso se accede, y otro donde se procede a verificar la exactitud de la determinación del impuesto de renta del año 2008, por lo que no puede predicarse que el actor haya sido investigado dos veces por los mismos hechos, pues estos no son iguales y ni siquiera se impuso doble sanción…”
La Sala observa que si bien en las providencias citadas se hace referencia a la existencia de las sanciones por inexactitud y por devolución improcedente, este no es el argumento central sobre la trasgresión o no del principio non bis in ídem.
Tal como lo falló el Juzgado Primero Administrativo, la jurisprudencia enseña que el principio en cita busca que una persona no sea juzgada dos veces por los mismos hechos, lo que no se configura en este caso, por cuanto uno es el procedimiento adelantado para la devolución y/o compensación del saldo a favor de un impuesto, y otro es el procedimiento que se sigue para la verificación de la correcta liquidación del impuesto. Es decir, que el procedimiento para la devolución y/o compensación, tiene una finalidad u objeto diferente al procedimiento de fiscalización sobre la liquidación del impuesto.
En consecuencia, el cargo no prospera.
5. Conclusión
Establecida la no prosperidad de los cargos de la apelación, y visto que la sentencia y los actos administrativos demandados se ajustan a los parámetros normativos y jurisprudenciales aplicables al caso, se confirmará la sentencia apelada.
6. Costas

El artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dispone que:

Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.
Por su parte, el artículo 365 del Código General del Proceso dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 365.  En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:

3. En la providencia del superior que confirme en todas sus partes la de primera instancia se condenará al recurrente en las costas de la segunda.
(…)

8. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.”
En virtud de lo anterior, para la condena en costas se deberán atender los elementos objetivos, sin tener en consideración análisis de carácter subjetivo con ocasión de la actuación de las partes. 

Siguiendo la norma citada, debido a que se confirma la sentencia apelada en su totalidad, se condenará en costas de esta instancia a la parte a quien se le resuelve en forma desfavorable el recurso de apelación, que en este caso resulta ser la parte demandante. Las agencias en derecho ascenderán a la suma de 0,5 cero coma cinco por ciento del valor de las pretensiones negadas.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia, y por autoridad de la Ley

F  A  L  L  A

PRIMERO: Confirmar la sentencia de 11 de julio de 2014, proferida dentro del proceso de la referencia, por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Popayán. 
SEGUNDO: Condenar en costas de esta instancia a la parte demandante.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE EL EXPEDIENTE
Se hace constar que el proyecto de esta providencia se discutió y aprobó por la Sala en sesión de la fecha tal como consta en el acta. 

Los Magistrados
CARLOS H. JARAMILLO DELGADO


NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ
DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO
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